
             
 

 

 

 
BOLETÍN TRIBUTARIO – 034 

 
 
INEXEQUIBILIDAD INCREMENTO IVA - TELEFONÍA MÓVIL CELULAR 

 
 

Mediante Comunicado de Prensa No. 09 del 29 de febrero de 2012, la Corte 
Constitucional informa que adoptó, entre otras, la siguiente decisión: 
 
 
EL CAMBIO DE DESTINACIÓN DE UNA PARTE DEL INCREMENTO DEL 

IVA AL SERVICIO DE LA TELEFONÍA MÓVIL CELULAR, VULNERA EL 

PRINCIPIO DE UNIDAD DE MATERIA, EN LA MEDIDA QUE NO ESTÁ 

DESTINADO A FINANCIAR EL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN 

SALUD 
 
Al respecto decidió: 
 

 Declarar INEXEQUIBLES los artículos 10 y 11 de la Ley 1393 de 2010. 
 
La norma demandada es del siguiente tenor: 
 
“ARTÍCULO 10. Modifícase el artículo 41 de la Ley 1379 del 15 de enero de 2010, el 
artículo quedará así: 

“Artículo 41. Fuentes de financiación. En desarrollo de lo previsto en el artículo 24 
de la Ley 397 de 1997, se aplicará un porcentaje de no menos del 10% en donde exista, 
la estampilla Procultura. En todo caso, en los distritos en los que existan fuentes de 
recursos diferentes a la estampilla Procultura, no inferiores al mínimo establecido en 
este inciso, estos podrán destinarse sin que sea necesario aplicar el porcentaje ya 
señalado en dicha estampilla. 

En ningún caso los recursos a que se refiere este parágrafo podrán financiar la nómina 
ni el presupuesto de funcionamiento de la respectiva biblioteca”. 

ARTÍCULO 11. Adiciónase el Estatuto Tributario con el siguiente artículo: 

“Artículo  470. Servicio gravado con la tarifa del veinte por ciento (20%). A 
partir del 1o de enero de 2007, el servicio de telefonía móvil está gravado con la tarifa del 
20%. 

El incremento del 4% a que se refiere este artículo será destinado a inversión social y se 
distribuirá así: 

http://www.corteconstitucional.gov.co/comunicados/No.%2009%20comunicado%2029%20de%20febrero%20de%202012.php
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– Un 75% para el plan sectorial de fomento, promoción y desarrollo del deporte, y la 
recreación, escenarios deportivos incluidos los accesos en las zonas de influencia de los 
mismos, así como para la atención de los juegos deportivos nacionales y los juegos 
paralímpicos nacionales, los compromisos del ciclo olímpico y paralímpico que adquiera 
la Nación y la preparación y participación de los deportistas en todos los juegos 
mencionados y los del calendario único nacional. 

– El 25% restante será girado al Distrito Capital y a los departamentos, para que 
mediante convenio con los municipios y/o distritos que presenten proyectos que sean 
debidamente viabilizados, se destine a programas de fomento y desarrollo deportivo e 
infraestructura, atendiendo los criterios del Sistema General de Participación, 
establecidos en la Ley 715 de 2001 y también, el fomento, promoción y desarrollo de la 
cultura y la actividad artística colombiana. El Gobierno Nacional reglamentará las 
condiciones de distribución de estos recursos los cuales se destinarán por los 
Departamentos y el Distrito Capital en un 50% para cultura dándole aplicación a 
la Ley 1185 de 2008 y el otro 50% para deporte. Del total de estos recursos se deberán 
destinar mínimo un 3% para el fomento, promoción y desarrollo del deporte, la 
recreación de deportistas con discapacidad y los programas culturales y artísticos de 
gestores y creadores culturales con discapacidad. 

Los municipios y/o distritos cuyas actividades culturales y artísticas hayan sido 
declaradas como Patrimonio Cultural Inmaterial de la Humanidad por la Organización 
de Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura Unesco, tendrán derecho 
a que del porcentaje asignado se destine el cincuenta por ciento (50%) para la 
promoción y fomento de estas actividades. 

PARÁGRAFO. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público o la Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales, deberán informar anualmente a las comisiones 
económicas del Congreso de la República, el valor recaudado por este tributo y la 
destinación de los mismos”. 
 

La Corte fundamentó su decisión en: 
 
“Ahora, los artículos 10 y 11 de la Ley 1393 de 2010 demandados en este proceso, 
forman parte del Capítulo I concerniente a los “Recursos tributarios”. El artículo 10 
modifica el artículo 41 de la Ley 1379 de 2010 “Por la cual se organiza la red nacional 
de bibliotecas públicas y se dictan otras disposiciones”, referente a las fuentes de 
financiación de esta red, disponiendo, de manera general, que un porcentaje no menor 
del 10% del total del incremento del IVA se destine a los efectos previstos en el citado 
artículo 41, esto es a “promover la creación, fomento y el fortalecimiento de las 
bibliotecas públicas y mixtas y de los servicios complementarios que a través de éstas se 
prestan”. En concreto, la modificación introducida al artículo 41 consiste en suprimir la 
destinación de no menos del 10% del total del incremento del 4% del IVA impuesto al 
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servicio de telefonía celular, para financiar bibliotecas públicas. Tal supresión conlleva, 
a su vez, un nuevo destino de los recursos de no menos del 10% del incremento del IVA, 
contrario al inicialmente previsto por los artículos 24 de la Ley 397 de 1997 y 41 de la 
Ley 1379 de 2010 (financiación de bibliotecas públicas), cual es el de su reinversión en el 
deporte y la cultura, conforme lo prevé el artículo 11 de la precitada Ley 1393 de 2010, 
también demandado por esta causa. 

Para la Corte, lo anterior muestra que los artículos 10 y 11 de la Ley 1393 de 2010 
violan el principio de unidad de materia consagrado en los artículos 158 y 169 de la 
Constitución, pues no se evidencia que los temas en ellos regulados guarden con la 
materia de la ley alguna relación de conexidad causal, temática, sistemática o 
teleológica. A su juicio, es claro que las materias desarrolladas en las normas acusadas 
no están relacionadas con la destinación específica de recursos para la salud; no se 
dirigen a evitar la evasión y la elusión de aportes; no redireccionan recursos al interior 
del sistema de salud y tampoco constituyen asuntos afines a tales propósitos. A lo 
anterior se agrega que la ausencia total de conexidad material entre las normas acusadas 
y la Ley 1393 de 2010 se refuerza también por la circunstancia comprobada de que 
ninguna de las medidas adoptadas para fortalecer el Sistema de Seguridad Social en 
Salud, involucró o se dirigió a afectar recursos provenientes del IVA al servicio de la 
telefonía móvil celular, ni de su incremento del 4%. En efecto, revisado el contenido de 
la Ley 1393 de 2010, la Corte advirtió que en el ámbito de los recursos tributarios que la 
misma ley dispuso afectar para mejorar la sostenibilidad fiscal del Sistema de Seguridad 
Social en Salud, estos se concretaron, única y exclusivamente en modificaciones al IVA 
sobre la cerveza y sifones (arts. 1º., 2º y 4º) y sobre los juegos de suerte y azar (arts, 3º, 
4º, 12 a 25), así como en modificaciones a los impuestos al consumo de cigarrillos y 
tabaco elaborado (arts. 5º, 6º y 7º), licores, vinos, aperitivos y similares (arts. 8º y 9º). 
En este sentido, la Ley 1393 de 2010 mantuvo vigente la idea expresada durante su 
trámite de aprobación, por el Gobierno en la exposición de motivos y por el propio 
Congreso en las distintas ponencias presentadas, de obtener recursos destinados a 
financiar el servicio de salud de las fuentes enunciadas anteriormente. 

Adicionalmente, la Corte consideró que no es de recibo el argumento de quienes 
consideran que las norma acusadas guardan unidad de materia, porque el deporte y la 
cultura tienen relación con la salud, desde el punto de vista de lo que puede ser una 
política de prevención. La conexidad flexible que ha aceptado la jurisprudencia requiere 
en todo caso, que las materias de una ley se relacionen internamente –desde una 
perspectiva estrictamente sustancial- y apunten a un mismo fin, circunstancia que no 
tiene lugar en el presente caso, pues, como se ha dicho, en una ley dirigida a fortalecer la 
situación financiera del Sistema General de Salud, se incluyeron medidas que se ocupan 
del destino y manejo de recursos destinados a las bibliotecas públicas y al fomento y 
desarrollo del deporte y la cultura. Tales medidas, aun cuando pueden perseguir un fin 
loable, no responden por sí mismas a un criterio mínimo de conexidad material con 



             
 

 

 

respecto a los fines perseguidos por la ley a la que se integran, lo cual, a su vez, no 
contribuye al objetivo constitucional de propiciar un ejercicio transparente y 
coherente de la función legislativa. 

Con fundamento en lo anterior, la Corte procedió a declarar inexequibles los artículos 10 
y 11 de la Ley 1393 de 2010”. 

  

El magistrado Mauricio González Cuervo, se apartó de la decisión anterior, por 
cuanto en su concepto, los artículos 10 y 11 de la Ley 1393 de 2010 sí guardaban 
conexidad con las materias reguladas por esta ley. En su criterio, tanto el 
deporte como la cultura son actividades que se relacionan con el acceso y goce 
efectivo del derecho fundamental a la salud, en la medida que constituyen 
herramientas que coadyuvan el desarrollo integral de cada individuo. Por 
consiguiente, los citados artículos han debido ser declarados exequibles por no 
desconocer el principio de unidad de materia. Adicionalmente, reiteró su 
posición respecto a la naturaleza formal del requisito de unidad de materia 
consagrado por la Constitución en los artículos 158 y 169 de la Constitución 
Política, contrario a lo que ha sostenido la jurisprudencia de esta Corporación 
que ha considerado la ausencia de unidad de materia de una norma como un 
vicio de orden material. 

 

SÍGUENOS EN TWITTER  
 
FAO 
5 de marzo de 2012 

http://twitter.com/#!/orozcoasociados

